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Bogotá D.C., julio 19 de 2022 
 
Doctora 
SANDRA AVILA BARRERA 
JUEZ DIECISEIS DE EJECUCIÓN PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 
Despacho. 
 
Radicación              : 11001-60 00 000 2019 02946 00 
Ubicación                : 48761 
Penado                    : JHOON CARLOS BARBOSA CRUZ 
Delito                       : CONCIERTO PARA DELINQUIR CON FINES 
                                 : DE ENREQUICIMIENTO ILICITO 
Asunto                     : Apelación Auto Interlocutorio  
 
                                   
Asunto:                      Recurso  de  Apelación  Contra su  Auto Interlocutorio 
                                  No. 703/22 de fecha quince (15) de Julio de 2022 que 
                                  Negó la Libertad Condicional solicitada. 
 
PEDRO PABLO PEÑA VELANDIA, mayor de edad, vecino y domiciliado en esta 
ciudad de Bogotá, debidamente identificado con la cédula de ciudadanía 
No.19´398.219 de Bogotá.  Abogado de profesión con T.P. 260.658 Exp. H. C. S de 
la J, ya conocido en las diligencias de la referencia, en mi condición de defensor de 
confianza del aquí procesado señor JHOON CARLOS BARBOSA CRUZ. En los 
términos del artículo 179 del CPP (modificado por la Ley 1395 de 2010). Me dirijo 
muy respetuosamente a usted con el fin de manifestar que aunque respeto la 
decisión de alzada no la comparto, interpongo contra la misma el recurso de 
Apelación para ante el Superior Jerárquico, por cuanto la misma vulnera de tajo el 
debido proceso judicial, considerando no es razonable, y está generando el riesgo 
de ofender la prohibición de reprochar dos veces lo mismo, juzgar dos veces al 
penado por la conducta cometida, lo que va en contravía al artículo 29 inciso 4 de 
la Carta Política, y los diferentes pronunciamientos de las altas Cortes al respecto, 
ya que este como los demás penados tienen derecho a los subrogados que para el 
caso están dispuestos en la Ley. 
 
SUSTENTACIÓN DEL RECURSO  
 
La determinación tomada por su despacho no fue sustentada en forma que se 
entiendan las razones que le asiste como conocedor del cumplimiento de la pena, 
para negar la libertad deprecada por este togado y que es objeto hoy de este recurso  
 
Es así como el artículo 64 del Código Penal – Ley 599 de 2000, norma que fue 
modificada por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, reza: 
 
“El Juez previa valoración de la conducta punible, concederá la libertad condicional 
a la persona condenada a pena privativa de la libertad cuando haya cumplido con 
los siguientes requisitos: 
 
1).   Que la persona haya cumplido las tres quintas 3/5 partes de la pena. 
 
2). Que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento 
penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no existe 
necesidad de continuar la ejecución de la pena. 
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3).   Que se demuestre arraigo familiar y social. 
 

(…) 
 

En todo caso, su concesión estará supeditada a la reparación a la víctima o al 
aseguramiento del pago de la indemnización mediante garantía real, bancaria o 
acuerdo de pago, salvo que se demuestre insolvencia del condenado…” 
 
Las tres quintas partes de la pena impuesta son: 28.8 meses arrojando un monto 
global  de 41 meses y 9 días de la pena de 48 meses de prisión que se le impuso. 
 
Ahora bien, en relación con el comportamiento durante el tratamiento penitenciario, 
no existe en la actuación información alguna que permita un análisis negativo en 
relación con el mismo; aunado a lo anterior, su conducta fue calificada en el grado 
de buena, quiere decir ejemplar según Resolución Favorable que reposa al 
expediente, y que fue expedida por el Centro de reclusión para la concesión del 
sustituto penal. 
 
Su arraigo social y familiar se encuentra suficientemente acreditado al expediente 
por la vista domiciliaria que en pretérita oportunidad diez (10) de diciembre de 2021 
se realizó por trabajo social del INPEC, con el fin de obtener la Libertad Condicional 
deprecada en esa oportunidad y donde quedo constancia que su residencia se ubica 
en la Calle 22 SUR No. 91D 38 Piso 2º de esta ciudad, además de su posición 
destacada en la sociedad y lo cual está debidamente probado en la carpeta que nos 
ocupa. 
 
Es de aclarar en este aspecto que el penado indemnizo al Estado, lo que lo hace 
merecedor del subrogado solicitado, ya que con la aceptación de los cargos y la 
indemnización demuestran su interés de subsanar la falta cometida y no desgastar 
el aparato Judicial en un proceso largo y desgastante para los Jueces. 
 
Los ilícitos por los que se procede no se encuentran excluidos de la posibilidad de 
gozar de la libertad condicional. 
 
Así las cosas, sólo resta que se analice lo atinente a la gravedad de la conducta 
punible. De allí que, atendiendo al pronunciamiento de la Corte Constitucional en 
sentencia C-194 de 2005 al declarar exequible el artículo 64 del Código Penal y 
reiterado en la sentencia C-757 de 2014, al analizar la disposición a la luz de la 
reforma introducida por la Ley 1709 en cuanto a la exigencia de valorar la gravedad 
de la conducta punible como presupuesto para decidir acerca de la procedencia de 
la libertad condicional, los problemas jurídicos que debería abordar su despacho 
serían los siguientes: 
 
PRIMERO: ¿La gravedad de la conducta, calificada previamente por el fallador, 
conlleva indefectiblemente a que el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de 
Seguridad niegue la Libertad condicional? 
 
SEGUNDO: De responder negativamente el interrogatorio anterior ¿Atendiendo a 
las circunstancias particulares del sentenciado JHOON CARLOS BARBOSA 
CRUZ, debería este continuar con el tratamiento penitenciario hasta el cumplimiento 
total de la pena? 
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Al asumir dicha posición sería negativa frente a ambos interrogantes, es decir, no 
siempre y de manera indefectible, el hecho de que el fallador haya valorado como 
grave la conducta punible conlleva a la negativa de la libertad y, frente al segundo 
problema jurídico planteado, analizando las circunstancias particulares de JHOON 
CARLOS BARBOSA CRUZ, no resulta acorde con los principios de razonabilidad 
y proporcionalidad y los fines propios de la pena que éste continúe en reclusión 
hasta el cumplimiento total de la misma. 
 
La respuesta a estos problemas jurídicos debe llevar al despacho a apartarse de la 
posición asumida por la Corte Suprema de justicia, en decisión del 3 de septiembre 
de 2014, radicado 44195, donde al analizar en segunda instancia la procedencia de 
la libertad condicional en un caso donde el fallador había valorado la gravedad del 
comportamiento, negó con sustento en tal gravedad el beneficio de la libertad 
condicional. 
 
La posición se sustentó en lo siguiente. 
 
En primer lugar, cada caso amerita un análisis particular. Tal y como expuso la 
misma Corte Constitucional en la sentencia C-194 de 2005: 
 
“El análisis de los motivos que conducen a negar o a conceder la libertad provisional debe hacerse en 
consonancia con las condiciones particulares del reo, de manera que la medida, en su caso, cumpla con el 
requisito de la razonabilidad”. 
 
Es más, la misma Corte fue clara en señalar las especificidades de la valoración 
que corresponde al Juez de ejecución de penas, precisando que “la concesión del 
subrogado penal es facultativa y no obligatoria”, descartando que ella se centre 
exclusivamente en la valoración que sobre la gravedad del comportamiento hizo el 
fallador: 
 
“Sobre la base de que la libertad condicional no sólo está subordinada al cumplimiento de ciertos requisitos objetivos 
sino, además, a la valoración de los elementos subjetivos por parte del Juez de Ejecución de Penas y Medidas de  
Seguridad, es notorio que la concesión del Subrogado penal es facultativa y no obligatoria. Ello, por su puesto, dentro 
de motivados criterios de razonabilidad que excluyen la arbitrariedad de la decisión y pueden ser controvertidos por 
quien se considere perjudicado por la medida”. 
 
“pese a que el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad somete a valoración al mismo sujeto de la condena, 
aquella no se adelanta ni con fundamento exclusivo en el comportamiento que fue objeto de censura por parte 
del Juez de la causa, ni desde la misma óptica en que se produjo la condena del juicio penal”. (subrayas y 
negrillas fuera del texto original). 
 
Así las cosas, aunque la gravedad de la conducta es uno de los criterios que debe 
tener en cuenta el Juez de ejecución de penas al analizar la procedencia de la 
libertad condicional, el análisis en todo caso tiene por fin “establecer la necesidad 
de continuar con el tratamiento penitenciario”. 
 

“Adicionalmente, el juicio que adelanta el Juez de Ejecución de Penas tiene finalidad específica, cual es la de 
establecer la necesidad de continuar con el tratamiento penitenciario a partir del comportamiento carcelario 
del condenado.  En este contexto, el estudio del Juez de Ejecución no se hace desde la perspectiva de la 
responsabilidad penal del condenado resuelta ya en la instancia correspondiente, ante el Juez de 
conocimiento- sino desde la necesidad de cumplir una pena ya impuesta. En el mismo sentido, el estudio versa 
sobre hechos distintos a los que fueron objeto de reproche en la sentencia condenatoria, cuales son los ocurridos 
con posterioridad a la misma, vinculados con el comportamiento del sentenciado en reclusión”. 
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Y para enfatizar tal posición, puso de presente la Corte su criterio respecto a que 
“la función que ejercen los Jueces de Ejecución no es mecánica ni sujeta a 
parámetros matemáticos. Ésta involucra la potestad de levantar un juicio 
sobre la procedencia de la libertad condicional que ciertamente exige la 
aplicación del criterio del funcionario judicial”. Para reiterar a continuación que, 
la valoración que hace el Juez de Ejecución de Penas es a la luz de la necesidad 
de continuar con el tratamiento penitenciario. 
 
“Para la Corte, la función que ejercen los Jueces de ejecución no es mecánica ni sujeta a parámetros 
matemáticos. Ésta involucra la potestad de levantar un juicio sobre la procedencia de la libertad condicional 
que ciertamente exige la aplicación del criterio del funcionario judicial.  Sin embargo, no por ello puede afirmarse 
que dicha valoración recae sobre los mismos elementos que se ven involucrados en el juicio penal propiamente dicho. 
Tal como quedó expuesto, la valoración en la etapa posterior a la condena se somete enteramente a los 
parámetros de la providencia condenatoria y tiene en cuenta elementos distintos, como son el 
comportamiento del reo en prisión y la necesidad de continuar con el tratamiento penitenciario. Tal valoración 
no vuelve a poner en entredicho la responsabilidad penal, sino la necesidad de continuar con el tratamiento 
penitenciario. Y la prueba está, como lo dice la Corte Suprema de Justicia, en que la decisión judicial que deniega el 
subrogado penal no aumenta ni reduce el quantum de la pena, sino que se limita a señalar que la misma debe cumplirse 
en su totalidad”.  (Subrayas y negrillas fuera del texto original). 
 
Así pues, no basta la gravedad de la conducta a la hora de decidir sobre la libertad 
condicional, menos a un punto tal de afirmar que si el fallador dijo que es grave 
entonces el sentenciado tendrá que cumplir indefectiblemente la totalidad de la 
pena. No, el análisis “debe hacerse en consonancia con las condiciones 
particulares del reo, de manera que la medida, en su caso, cumpla con el 
requisito de la razonabilidad”. 
 
Y es, que no puede perderse de vista que a la luz de los principios que orientan la 
Carta Política y los tratados internacionales, la pena solo se justifica en la medida 
en que resulte necesaria y útil para la realización de los fines del Estado, y en 
concreto, como medio de represión indispensable para mantener las condiciones 
de convivencia en comunidad, no pudiendo perderse de vista que el fin retributivo 
ya se cumplió al momento de la imposición de la sanción, siendo necesario en esta 
etapa de ejecución de la pena el análisis de los fines preventivos y esencialmente 
de reinserción social. 
 
Adicionalmente, tal y como atrás lo indique, la gravedad no puede predicarse en 
abstracto. Es cierto que el fallador estimó de gravedad la conducta desarrollada por 
Barbosa Cruz, pero también por el factor que permitió predicar la gravedad del 
comportamiento, se podría pensar que se calificó un margen de mayor punibilidad 
pese a la aceptación de cargos. 
 
En relación con los delitos indilgados y ya enrostrados al penado, me lleva al 
interrogante respecto de cuál es la gravedad que debe considerar el Juez de 
Ejecución de Penas al decidir sobre la libertad condicional, para concluir que será 
aquella que exceda de la que en si misma comporto la ilicitud y ya tenida en cuenta 
al asignar la sanción. Sobre este aspecto resulta ilustrativo el ensayo elaborado por 
el Doctor. FERNANDO ADOLFO PAREJA REINER, Magistrado del Tribunal 
Superior de Bogotá, el 20 de mayo de 2011,  en la ciudad de Cali, al analizar este 
punto en particular, para lo cual resulta pertinente citar algunos apartes: 
 
“No se trata de la gravedad del delito que la tipifica sino la gravedad de la conducta que a ella se adecua, dentro del 
sentido de un derecho penal del acto. Esto denota que tal gravedad se circunscribe al caso concreto, y como quedó 
visto, la función esencial de la valoración de la gravedad de la conducta es diferenciadora, es decir, individualizar 
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cada delito y reducir su confusión respecto de otros de su misma especie: como un homicidio de otro 
homicidio, por ejemplo”. (Negrillas fuera del texto) 
 
“…la valoración de la gravedad de la conducta tiene que versar sobre elementos, tanto cualitativos como cuantitativos, 
que sean atípicos, es decir, que no estén previstos como elementos descriptivos del tipo, como tampoco en sus 
calificantes, agravantes y circunstancias de mayor punibilidad, porque en ese caso el mismo dato se estaría 
usando al menos dos veces con fines aflictivos, generando el riesgo de ofender la prohibición de reprochar 
dos veces lo mismo”.  (Subrayas y negrillas fuera del texto original. 
 
Para explicar lo anterior propuso el siguiente ejemplo: 
 
“…el legislador ha dispuesto, frente a la heroína, una escala punitiva medida por su peso en gramos, que va: hasta 20 
gramos, de 4 a 6 años de prisión; de 21 a 60 gramos, de 6 a 8 años de prisión; de 61 a 2000 gramos, de 16 a 20 años 
de prisión. 
 
De modo que la valoración que puede hacer el Juez, por el factor cuantitativo, no puede parafrasear el que ya hizo el 
legislador, por ejemplo, hasta 20 gramos, no es lo mismo, en el ventor cuantitativo, 5 que 15 gramos, de modo que por 
este factor, quien porte 5 gramos merecerá una valoración de la gravedad de la conducta menor que la de quien 
portaba 15 gramos. 
 
Pero el legislador también ha incorporado elementos cualitativos en la graduación de la gravedad de la conducta, y 
por eso, en el ejemplo de traficar un kilo de heroína en un colegio, entre sus alumnos,  ese elemento ya no podría ser 
objeto de valoración con ese fin, pues en el agravante del artículo 384-1-b de Código Penal, se duplica el mínimo de la 
pena cuando el delito se comete en centro educacional. 
 
Pero al igual que en el caso de los factores típicos cuantitativos, en los cualitativos también cabe la valoración de la 
gravedad de la conducta, pues no es lo mismo un centro educativo de primaria a uno de segundaria, y entonces merece 
una calificación de mayor gravedad si el delito se comete en aquél que en éste, o si el centro educativo es de niños 
con discapacidad o si lo es de niños que no tienen discapacidad”. 
 
Así las cosas, con todo lo grave que pueda predicarse la conducta que conllevó la 
sanción impuesta a JHOON CARLOS BARBOSA CRUZ, en su caso particular 
resulta desproporcionado e irracional mantener la privación de la libertad por lo 
siguiente: 
 
En primer lugar, como se analizó por este togado, cada uno de los factores que 
permiten predicar la gravedad de su conducta ya fueron tenidos en consideración al 
individualizar la pena, lo que aria desproporcionado volverlos a considerar para 
negar la libertad deprecada pues como se aduce en el texto transcrito, “en ese caso 
el mismo dato se estaría usando al menos dos veces con fines aflictivos, 
generando el riesgo de ofender la prohibición de reprochar dos veces lo 
mismo”. 
 
En segundo lugar, cada delito dentro de los de su misma especie, amerita una 
valoración particular. Nunca una conducta, por más que se ubique dentro del mismo 
tipo penal, es igual a otra. 
 
Así, por ejemplo, en el ilícito de fabricación tráfico y porte de armas, no será 
predicable la misma gravedad de la conducta respecto de quien es encontrado en 
poder de un arma de fuego sin munición que con munición por el mayor riesgo que 
el segundo evento conlleva para el bien jurídico tutelado. 
 
Lo mismo puede predicarse de los ilícitos endilgados a mi prohijado. 
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Tratándose del concierto para delinquir, piénsese en quien es condenado para tal 
delito, pero que dicha persona se predica la pertenencia como integrante activo de 
la organización criminal, no solo vinculado a ella de una manera permanente como 
parte de su proyecto de vida, sino también ejerciendo, por ejemplo, funciones de 
sicariato, cobro de vacunas, desplazamiento etcétera. 
 
Nada de ello, como se analiza para en su momento se pueda conceder la libertad 
condicional por la conducta que motivó la sanción impuesta a JHOON CARLOS 
BARBOSA CRUZ, por dicho ilícito, además de no contar con antecedentes penales, 
lo que nos llevaría de inmediato a las acciones Constitucionales para garantizar su 
derecho a dicha libertad. 
 
En cuanto al delito con fines de enriquecimiento ilícito, tampoco se evidencia un 
factor adicional a los ya considerados por el fallador en la sentencia al imponer la 
pena que permita afirmar una gravedad superior a la ya tenida en consideración. 
 
No se desconoce por esta defensa, y en ello existe total acuerdo con la reiterada 
jurisprudencia emanada tanto de la Corte Constitucional como de la Corte Suprema 
de Justicia, en cuanto a que la gravedad de la conducta permite emprender un 
análisis a cerca de la personalidad del sentenciado y a partir de ella la necesidad o 
no del tratamiento penitenciario, y es precisamente aquí donde es necesario que el 
despacho se detenga para determinar si a la luz de los principios constitucionales 
especialmente el de razonabilidad y proporcionalidad, JHOON CARLOS 
BARBOSA CRUZ, aún debe continuar con el tratamiento penitenciario hasta 
cumplir la totalidad de la pena. 
 
Tal como lo señaló la Corte en sentencia T-528 de 2000, citada en la C-194 de 2005, 
si bien avalando la legitimidad de la valoración de la gravedad de la conducta, 
también puso de presente la necesidad de mirar el propósito resocializador y la 
necesidad de prevención general. 
 
“Así pues, la gravedad del delito, por su aspecto objetivo y subjetivo (valoración legal, modalidades y móviles), es un 
ingrediente importante en el juicio de valor que constituye el pronóstico de readaptación social, pues el fin de la 
ejecución de la pena apunta tanto a una readecuación del comportamiento del individuo para su vida futura en 
sociedad, como también a proteger a la comunidad de nuevas conductas delictivas (prevención especial en general). 
Es que,  a mayor gravedad del delito e intensidad del grado de culpabilidad, sin olvidar el propósito de 
resocialización de la ejecución punitiva, el Estado tiene que ocuparse preferentemente de las necesidades 
preventivas generales para la preservación del mínimo social”. 
 
Sin lugar a dudarlo y valorando la situación particular del sentenciado JHOON 
CARLOS BARBOSA CRUZ, concluye esta defensa que resulta procedente que el 
despacho conceda la libertad condicional deprecada, a tal conclusión se llega a 
partir no solo de la valoración de la conducta que como se adujo, nada indica que 
deba exceder la ya impuesta por el fallador, sino también, de su buen 
comportamiento al interior de la penitenciaría, sin sanción disciplinaria alguna, 
dedicado a redimir pena; la resolución favorable que ya reposa en la carpeta 
correspondiente, expedida por el establecimiento penitenciario y la no existencia de 
reproche alguno. 
 
Es así que la naturaleza propia de las conductas objeto de sanción aunque grave, 
me lleva respetuosamente a concluir que a partir de ella se puede estimar que el 
tratamiento penitenciario hasta el momento recibido resulte insuficiente o impida 
hacer un pronóstico favorable sobre su buen comportamiento futuro, en 
cumplimiento no sólo de los deberes que adquirirá con la suscripción del acta de 
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compromiso, sino con los valores que se espera haya introyectado a partir de la 
experiencia vivida, es decir, su conciencia sobre la necesidad de seguir una 
conducta ajustada a los principios y normas que rigen la convivencia social y la no 
conveniencia de incurrir en conductas al margen de la ley. 
 
¿Me pregunto señoría bajo que parámetros entonces predicar la necesidad de 
continuar con el tratamiento penitenciario? 
 
Tal y como lo ha señalado la Corte, “El fundamento que inspira estos subrogados 
penales es el derecho que tiene todo condenado a su resocialización, pues como 
ya lo ha expresado esta Corporación “lo que compromete la existencia de la 
posibilidad de resocialización no es la drástica incriminación de la conducta 
delictiva, sino más bien la existencia de sistemas que, como los subrogados 
penales y los sistemas de redención de la pena, garanticen al individuo que rectifica 
y enruta su conducta, la afectiva reinserción en la sociedad”. 
 
Es por ello que interpongo el correspondiente recurso de apelación en contra de la 
decisión interlocutoria proferida por su despacho el pasado quince (15) de julio de 
2022, en las referidas y con el fin de que se revoque la alzada y se conceda la 
Libertad Condicional deprecada ello en conformidad al artículo 478 del Código de 
Procedimiento Penal Ley 906 de 2004, para que se remita de inmediato el 
expediente con este recurso al Juzgado sentenciador quien deberá resolverla dentro 
del término de Ley que para el caso prescribe la norma. 
 
Se anexa documentación arraigo que ya reposa en la carpeta correspondiente. 
 
En los anteriores términos dejo impetrado el recurso de alzada. 
 
 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
 
 
 

PEDRO PABLO PEÑA VELANDIA 
C.C. 19´398.219 de Bogotá 
T.P. 260.658 Exp. H. C. S de la J 
Móvil: 3504623618 
Mail: veedurianal@hotmail.com 
 
 
“Dios bendiga todos los días de sus vidas”. 
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RV: Apelación 11001 60 00 000 2019 02946 00- Ubicación 48761

Juzgado 16 Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ejcp16bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mar 19/07/2022 4:00 PM

Para: Ventanilla Centro Servicios Juzgado Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ventanillacsjepmsbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;Secretaria 3 Centro De Servicios Epms - Seccional
Bogotá <cs03ejcpbt@cendoj.ramajudicial.gov.co>

De: veeduria nacional <veedurianal@hotmail.com> 
Enviado: martes, 19 de julio de 2022 3:56 p. m. 
Para: Juzgado 16 Ejecucion Penas Medidas Seguridad - Bogotá - Bogotá D.C.
<ejcp16bt@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: Apelación 11001 60 00 000 2019 02946 00- Ubicación 48761
 

Cordial y respetuoso saludo:

Con la presente me permito hacer llegar digitalmente Documento conten�vo
recurso de apelación dentro del radicado Apelación 11001 60 00 000 2019 02946 00- Ubicación 48761

Ruego obrar en conformidad y  a la mayor brevedad

Atentamente,

PEDRO PABLO PEÑA VELANDIA
C.C. 19´398.219 de Bogotá.
T.P. 260.658 Exp. H. C. S de la J
 
Favor acusar recibo



 
Dr. Pedro Pablo Peña Velandia 

Abogado. 
 

Calle 41 D Sur No. 78 N – 58 > 1º piso. Bogotá D.C. 
e-mail: veedurianal@hotmail.com   

Bogotá D.C., julio 21 de 2022 
 
Doctora 
SANDRA AVILA BARRERA 
JUEZ DIECISEIS DE EJECUCIÓN PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 
Despacho. 
 
Radicación              : 11001-60 00 000 2019 02946 00 
Ubicación                : 48761 
Penado                    : JHOON CARLOS BARBOSA CRUZ 
Delito                       : CONCIERTO PARA DELINQUIR CON FINES 
                                 : DE ENREQUICIMIENTO ILICITO 
Asunto                     : ALCANCE MEMORIAL APELACIÓN DE FECHA 
                                 : 19 DE JULIO DE 2022, ACLARACIÓN DATOS DE 
                                    ARRAIGO hora de radicación Digital 15:56 PM 
                                   
Asunto                     : Alcance Memorial Apelación de fecha 19 de julio de 
                                   2022- Aclaración datos de arraigo hora de radicación 
                                   Digital 15:56 PM. 
 
PEDRO PABLO PEÑA VELANDIA, mayor de edad, vecino y domiciliado en esta 
ciudad de Bogotá, debidamente identificado con la cédula de ciudadanía 
No.19´398.219 de Bogotá.  Abogado de profesión con T.P. 260.658 Exp. H. C. S de 
la J, ya conocido en las diligencias de la referencia, en mi condición de defensor de 
confianza del aquí procesado señor JHOON CARLOS BARBOSA CRUZ. Por 
medio del presente y dando alcance al memorial de referencia me permito 
manifestar a la señora Juez, que por error de digitación (descuido involuntario) a 
página segunda del mismo se transcribió erróneamente la dirección de arraigo como 
allí quedo escrita siendo la real para todos los efectos legales la siguiente: 
 
CALLE 22 SUR No. 51D 38 Piso 2º DE ESTA CIUDAD DE BOGOTÁ, la anterior 
consta en los recibos de Servicios públicos aportados con el recurso, y la visita 
domiciliaria ya practicada y que reposa al expediente. 
 
La anterior aclaración para que haga parte del recurso en referencia. 
 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
 

PEDRO PABLO PEÑA VELANDIA 
C.C. 19´398.219 de Bogotá 
T.P. 260.658 Exp. H. C. S de la J 
Móvil: 3504623618 
Mail: veedurianal@hotmail.com 
 
 
 
“Dios les Bendiga Hoy Mañana y siempre” 
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